

























etapa	de	 la	Revista	de	Bioética	y	Derecho,	en	 la	que	se	analizarán	sentencias	que	hayan	resuelto	 temas	
relevantes	desde	el	punto	de	vista	bioético	y	 jurídico.	En	ella	 incluiremos	comentarios	de	sentencias	de	
tribunales	internacionales	tales	como	el	Tribunal	Europeo	de	Derechos	Humanos,	el	Tribunal	de	Justicia	de	











después”.	 El	 expediente	 sancionador	 había	 sido	 iniciado	 a	 raíz	 de	 una	 denuncia	 presentada	 por	 un	
ciudadano	 que	 había	 intentado	 adquirir,	 sin	 éxito,	 un	 paquete	 de	 preservativos.	 Durante	 la	 inspección	
correspondiente,	se	detectó	que	no	sólo	carecía	de	preservativos	sino	de	la	“píldora	del	día	después”.	El	Sr.	
JHD	 alegó	 que	 no	 disponía	 de	 dichos	 productos	 por	 razones	 de	 conciencia,	 y	 que	 había	 declarado	 su	




























deontología	de	 la	profesión	 farmacéutica.	Alega	el	demandante	que	 la	obligación	 legal	de	 tenencia	de	 la	
“píldora	del	día	después”	es	contraria	a	sus	convicciones	sobre	el	derecho	a	la	vida,	pues	considera	que	tiene	
efectos	abortivos	por	su	efecto	antianidatorio.	Y	describe	su	situación	como	un	dilema:	o	bien	actúa	fuera	
de	 la	 legalidad	 sobre	 existencias	 mínimas	 en	 farmacias	 al	 hacer	 uso	 de	 su	 derecho	 a	 la	 objeción	 de	

















objeción	 de	 conciencia	 a	 la	 participación	 de	 los	médicos	 en	 la	 interrupción	 voluntaria	 del	 embarazo.	 Y	
aunque	reconoce	que	existen	diferencias	entre	el	aborto	y	la	dispensación	de	la	“píldora	del	día	después”,	el	



























un	 farmacéutico	puede	negarse	a	tener	existencias	de	 la	 “píldora	del	día	después”,	alegando	motivos	de	








conciencia	 al	 servicio	 militar	 (art.	 30.2	 CE).	 Cualquier	 otra	 objeción	 debe	 estar	 reconocida	 en	 normas	
legales.	No	existe	un	derecho	a	la	objeción	de	conciencia	general	por	motivos	de	conciencia	o	religiosos.	La	
libertad	 ideológica	 y	 religiosa	 del	 art.	 16	 CE	 incluye	 el	 derecho	 a	 tener	 las	 creencias	 que	 uno	 estime	
oportunas,	a	manifestarlas	públicamente	y	a	no	ser	sancionado	por	ello.	Es	una	de	las	libertades	que	gira	en	
torno	a	las	ideas.	Pero	de	ello	no	cabe	deducir	que	uno	pueda	comportarse	de	acuerdo	con	los	dictados	de	









Resulta	 sorprendente	 que	 el	 TC	 fundamente	 su	 fallo	 en	 una	 frase	 de	 la	 STC	 53/1985,	 sobre	 la	






Así,	 en	 la	 STC	160/1987,	 de	 27	 de	 octubre,	 señaló	 que	 la	 objeción	de	 conciencia	 es	 “un	 derecho	
constitucional	reconocido	por	la	norma	suprema	en	su	art.	30.2,	protegido,	sí,	por	el	recurso	de	amparo	(art.	
53.2),	 pero	 cuya	 relación	 con	 el	 art.	 16	 (libertad	 ideológica)	 no	 autoriza	 ni	 permite	 calificarlo	 de	
fundamental.	(…)	Constituye,	en	ese	sentido,	una	excepción	al	cumplimiento	de	un	deber	general,	solamente	
permitida	 por	 el	 art.	 30.2,	 en	 cuanto	 que	 sin	 ese	 reconocimiento	 constitucional	 no	 podría	 ejercerse	 el	
derecho,	ni	siquiera	al	amparo	del	de	libertad	ideológica	o	de	conciencia	(art.	16	C.E.)	que,	por	sí	mismo,	no	
sería	 suficiente	 para	 liberar	 a	 los	 ciudadanos	 de	 deberes	 constitucionales	 o	 "subconstitucionales”	 por	
motivos	de	conciencia,	con	el	riesgo	anejo	de	relativizar	los	mandatos	jurídicos.	Es	justamente	su	naturaleza	
excepcional	 lo	que	 le	caracteriza	como	derecho	constitucional	autónomo,	pero	no	fundamental,	y	 lo	que	
legitima	 al	 legislador	 para	 regularlo	 por	 Ley	 ordinaria	 con	 las	 debidas	 garantías”.	 Igualmente,	 la	 STC	
321/1994,	de	28	de	noviembre,	y	55/1996,	de	28	de	marzo.		
En	el	mismo	sentido,	pero	más	contundente,	la	STC	161/1987,	también	de	27	de	octubre:	“La	objeción	
de	 conciencia	 con	 carácter	 general,	 es	decir,	 el	 derecho	a	 ser	 eximido	del	 cumplimiento	de	 los	 deberes	





















conciencia	 “de	 acuerdo	 con	 las	 leyes	 nacionales	 que	 regulen	 su	 ejercicio”	 (art.	 10.2).	 En	 palabras	 de	 la	
magistrada	Adela	Asúa,	en	el	voto	particular	a	la	STC	145/2015,	la	conciencia	de	cada	uno	no	puede	imperar	
legítimamente	frente	a	la	colectividad	y	frente	al	Estado	de	Derecho,	del	que	la	Ley	es	el	máximo	exponente.	
“En	otras	palabras,	 fuera	de	 la	Constitución	y	de	 la	Ley,	ningún	ciudadano	puede	elevar	su	conciencia	a	
norma	suprema	y	objetar	cuándo	y	cómo	le	dé	la	gana”.		
La	 STC	 145/2015	 pretende	 establecer	 similitudes	 entre	 la	 objeción	 de	 conciencia	 médica	 a	 la	
interrupción	voluntaria	del	embarazo	y	la	objeción	de	conciencia	farmacéutica	a	la	disposición	de	ciertos	
medicamentos.	La	objeción	de	conciencia	médica	está	contemplada	en	 la	Ley	Orgánica	2/2010,	de	3	de	
marzo,	de	 salud	sexual	y	 reproductiva	y	de	 la	 interrupción	voluntaria	del	embarazo:	 “Los	profesionales	
sanitarios	 directamente	 implicados	 en	 la	 interrupción	 del	 embarazo	 tendrán	 el	 derecho	 de	 ejercer	 la	
objeción	 de	 conciencia	 sin	 que	 el	 acceso	 y	 la	 calidad	 asistencial	 de	 la	 prestación	 puedan	 resultar	
menoscabadas.	El	rechazo	o	la	negativa	a	realizar	la	intervención	de	interrupción	del	embarazo	por	razones	
de	 conciencia	 es	 una	 decisión	 siempre	 individual	 del	 personal	 sanitario	 directamente	 implicado	 en	 la	
realización	 de	 la	 interrupción	 voluntaria	 del	 embarazo,	 que	 debe	 manifestarse	 anticipadamente	 y	 por	
escrito”	(art.	19.2).	Como	para	el	Sr.	JHD	la	“píldora	del	día	después”	tiene	efectos	abortivos,	el	TC	considera	
que,	 dada	 la	 “falta	 de	 unanimidad	 científica”,	 la	 negativa	 a	 disponer	 de	 dicho	 medicamento	 debe	 ser	
respetada.	El	TC	no	solo	no	aporta	estudios	científicos,	sino	que	ignora	a	la	Organización	Mundial	de	la	Salud	
y	a	la	Agencia	Española	del	Medicamento,	que	describen	la	“píldora	del	día	después”	como	un	medicamento	
anticonceptivo	 hormonal	 de	 urgencia	 (ver	 el	 informe	 de	 septiembre	 de	 2009	 de	 la	 propia	 Agencia,	 en	




La	 Ley	 29/2006,	 de	 26	 de	 julio,	 de	 garantías	 y	 uso	 racional	 de	 los	 medicamentos	 y	 productos	
sanitarios,	establecía	que	“la	oficinas	de	farmacia	vienen	obligadas	a	dispensar	los	medicamentos	que	se	les	
demanden	 tanto	 por	 los	 particulares	 como	 por	 el	 Sistema	 Nacional	 de	 Salud	 en	 las	 condiciones	
reglamentarias	establecidas”	(art.	2.1	y	84.3).	Esta	ley	ha	sido	derogada	por	el	Texto	Refundido	de	la	Ley	de	
garantías	y	uso	racional	de	los	medicamentos	y	productos	sanitarios,	aprobado	por	Real	Decreto	Legislativo	






















garantizar	 tanto	 la	prestación	 sanitaria	 como	el	 ejercicio	de	 ese	derecho	a	 la	objeción	de	 conciencia.	 El	















pronunciarse	 sobre	 la	 constitucionalidad	 de	 la	 Ley	Orgánica	 2/2010,	 de	 3	 de	marzo,	 de	 salud	 sexual	 y	
reproductiva	e	interrupción	voluntaria	del	embarazo,	cuyo	recurso	aún	está	pendiente,	el	TC	no	siga	esta	
tendencia.	Mientras	tanto,	parece	que	se	van	abriendo	las	puertas	para	que	los	ciudadanos	se	nieguen	a	
cumplir	sus	deberes	legales	alegando	un	derecho	a	la	objeción	de	conciencia,	sin	necesidad	de	esperar	su	
regulación,	lo	que	resulta	inadmisible.	
